
QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 26 BIS A LA LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA 

VIDA LIBRE DE VIOLENCIA, A CARGO DE LA DIPUTADA LAURA NEREIDA PLASCENCIA 

PACHECO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

La suscrita, diputada Laura Nereida Plascencia Pacheco , integrante del Grupo 
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, 
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, 
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consideración 
de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona 
un artículo 26 Bis a la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia , al tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos 

La alerta de violencia de género es un mecanismo creado en la Ley General de Acceso de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, el cual tiene por objeto garantizar la vida, la 
libertad, la seguridad e integridad de mujeres y niñas, y consiste en tomar acciones 
gubernamentales de emergencia para enfrentar y erradicar la violencia feminicida en un 
territorio determinado del país. 

Estas medidas se enfocan en la implantación de estrategias de prevención, atención, 
sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres, las cuales se encuentran dirigidas 
a mejorar la seguridad, a incrementar las medidas preventivas de la violencia y a garantizar 
la justicia y la reparación integral del daño a mujeres víctimas y/o familiares. 

Así, de conformidad con el artículo 23 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia, el objetivo legal de la alerta de violencia de género es el siguiente: 

Artículo 23. La alerta de violencia de género contra las mujeres tendrá como objetivo 
fundamental garantizar la seguridad de las mismas, el cese de la violencia en su contra 
y eliminar las desigualdades producidas por una legislación que agravia sus derechos 
humanos, por lo que se deberá: 

I. Establecer un grupo interinstitucional y multidisciplinario con perspectiva de género que 
dé el seguimiento respectivo; 

II. Implementar las acciones preventivas, de seguridad y justicia, para enfrentar y abatir 
la violencia feminicida; 

III. Elaborar reportes especiales sobre la zona y el comportamiento de los indicadores de 
la violencia contra las mujeres; 

IV. Asignar los recursos presupuestales necesarios para hacer frente a la 
contingencia de alerta de violencia de género contra las mujeres, y 

V. Hacer del conocimiento público el motivo de la alerta de violencia de género 
contra las mujeres, y la zona territorial que abarcan las medidas a implementar. 1 



Por su parte, el artículo 24 del mismo ordenamiento dispone los casos en que se deberá 
emitir dicha alerta: 

Artículo 24. La declaratoria de alerta de violencia de género contra las mujeres, se 
emitirá cuando: 

I. Los delitos del orden común contra la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de 
las mujeres, perturben la paz social en un territorio determinado y la sociedad así lo 
reclame; 

II. Exista un agravio comparado que impida el ejercicio pleno de los derechos humanos 
de las mujeres, y 

III. Los organismos de derechos humanos a nivel nacional o de las entidades federativas, 
los organismos de la sociedad civil y/o los organismos internacionales, así lo soliciten.2 

El artículo 25 de la misma ley señala a la autoridad responsable de la declaratoria, al 
disponer que: 

Artículo 25. Corresponderá al gobierno federal a través de la Secretaría de Gobernación 
declarar la alerta de violencia de género y notificará la declaratoria al Poder Ejecutivo de 
la entidad federativa de que se trate.3 

Por su parte, el artículo 26 de la citada ley establece la responsabilidad del Estado para con 
las víctimas de feminicidio: 

Artículo 26. Ante la violencia feminicida, el Estado mexicano deberá resarcir el daño 
conforme a los parámetros establecidos en el derecho internacional de los derechos 
humanos y considerar como reparación: 

I. El derecho a la justicia pronta, expedita e imparcial: Se deben investigar las violaciones 
a los derechos de las mujeres y sancionar a los responsables; 

II. La rehabilitación: Se debe garantizar la prestación de servicios jurídicos, médicos y 
psicológicos especializados y gratuitos para la recuperación de las víctimas directas o 
indirectas; 

III. La satisfacción: Son las medidas que buscan una reparación orientada a la prevención 
de violaciones. Entre las medidas a adoptar se encuentran: 

a) La aceptación del Estado de su responsabilidad ante el daño causado y su 
compromiso de repararlo; 

b) La investigación y sanción de los actos de autoridades omisas o negligentes que 
llevaron la violación de los derechos humanos de las víctimas a la impunidad; 

c) El diseño e instrumentación de políticas públicas que eviten la comisión de delitos 
contra las mujeres, y 



d) La verificación de los hechos y la publicidad de la verdad.4 

No obstante lo anterior, la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia es omisa al no establecer responsabilidades a los estados y municipios que, ante 
su actuar negligente, no han respondido comprometidamente, ni han podido revertir y 
disminuir la violencia feminicida que propicio la emisión de la alerta en su territorio, lo cual 
es sumamente grave ya que esta actitud no es casual; toda vez que responde a los 
prejuicios que aún subsisten para actuar en estrategias integrales que reviertan las 
condiciones de violencia que sufren las mujeres, por lo que es necesario incluirlas en esta 
ley. 

Actualmente, ocho estados del país se encuentran con activación de la Alerta de Violencia 
de Género contra las Mujeres (AVGM), incluyendo para este fin a Jalisco. 

Según datos del Instituto Nacional de las Mujeres, estos son los estados donde se ha 
declarado la alerta de conformidad con la Ley General:5 

1. Estado de México: se declaró el 31 de julio de 2015 en 11 municipios: Ecatepec de 
Morelos, Nezahualcóyotl, Tlalnepantla de Baz, Toluca de Lerdo, Chalco, Chimalhuacán, 
Naucalpan de Juárez, Tultitlán, Ixtapaluca, Valle de Chalco y Cuautitlán Izcalli. 

2. Morelos: se declaró el 10 de agosto de 2015 para ocho municipios: Cuautla, 
Cuernavaca, Emiliano Zapata, Jiutepec, Puente de Ixtla, Temixco, Xochitepec y 
Yautepec. 

3. Michoacán: se declaró el 27 de junio de 2016 para 14 municipios: Morelia, Uruapan, 
Lázaro Cárdenas, Zamora, Apatzingán, Zitácuaro, Los Reyes, Pátzcuaro, Tacámbaro, 
Hidalgo, Huétamo, La Piedad, Sahuayo y Maravatío. 

4. Chiapas: se declaró el 18 de noviembre en siete municipios del estado: Comitán de 
Domínguez, Chiapa de Corzo, San Cristóbal de las Casas, Tapachula, Tonalá, Tuxtla 
Gutiérrez y Villaflores. Asimismo, requiere acciones específicas para la región de los 
Altos de Chiapas, la cual incluye los municipios de Aldama, Amatenango del Valle, 
Chalchihuitán, Chamula, Shanal, Chenalhó, Huiztán, Larráinzar, Mitontic, Oxchuc, 
Pantelhó, San Cristóbal de las Casas, San Juan Cancuc, Santiago El Pinar, Tenejapa, 
Teopisca y Zinacantán. 

5. Nuevo León: se declaró el 18 de noviembre en cinco municipios del estado: Apodaca, 
Cadereyta Jiménez, Guadalupe, Juárez y Monterrey. 

6. Veracruz: se declaró el 23 de noviembre de 2016 en 11 municipios: Boca del Río, 
Coatzacoalcos, Córdoba, Las Choapas, Martínez de la Torre, Minatitlán, Orizaba, Poza 
Rica de Hidalgo, Tuxpan, Veracruz y Xalapa. 

7. Sinaloa: se declaró el 31 de marzo de 2017 en cinco municipios: Ahome, Culiacán, 
Guasave, Mazatlán y Navolato. 

Por otra parte, también existen casos donde se ha determinado no declarar la AVGM, 
debido a que se ha concluido que las acciones implementadas dan cumplimiento a las 
recomendaciones plasmadas en los informes de los grupos de trabajo: Guanajuato: el 30 



de junio de 2015 se notificó la no procedencia de la AVGM, Baja California: el 19 de mayo 
de 2016, se notificó la no procedencia de la AVGM, Querétaro: el 9 de febrero de 2017 se 
notificó la no procedencia de la AVGM. 

Según el Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres), a junio de este año existían los 
siguientes procedimientos en trámite: Campeche, Colima, Guerrero, Jalisco, Nayarit, 
Puebla, Nuevo León, Puebla, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco, Tlaxcala y 
Veracruz y Zacatecas.6 

Creemos que si en realidad se quiere revertir el contexto de violencia, es urgente que estado 
y municipios actúen de forma responsable, ya que existe una grave crisis de seguridad en 
la que nos encontramos como país. 

Para situar dicho escenario, recientemente el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(Inegi) presentó datos relevantes de la Endireh 2017, donde se demuestra que la incidencia 
de casos de violencia, antesala de los feminicidios, lejos de disminuir se ha incrementado, 
ante la indiferencia de muchas autoridades estatales y municipales. 

Desde 2016, dicho instituto, a propósito del Día Internacional para la Eliminación de la 
Violencia Contra las Mujeres, dio a conocer datos alarmantes que sitúan muy bien el 
contexto en el que se encuentra nuestro país en relación con la violencia de género. 

En esa ocasión el Inegi señaló lo siguiente: 

-Que entre las mujeres jóvenes, de 15 a 29 años, 10 por ciento de las defunciones 
registradas en 2015 fueron por homicidio, lo que representa en este grupo de edad la 
primera causa de muerte. 

-Que en promedio se estima que durante los últimos tres años (2013 a 2015), fueron 
asesinadas siete mujeres diariamente en el país, mientras que entre 2001-2006, era de 
3.5. 

-Que de 1990 a 2015, los suicidios de mujeres aumentaron 4.6 veces; el mayor aumento 
se observa entre 2006-2012. 

-Que en 2015 fallecieron, por diversas causas, 291 mil 637 mujeres y niñas, y 1 por ciento 
del total de las defunciones registradas se debieron a agresiones intencionales, es decir 
la causa del deceso fue por homicidio. Esta situación es aún mayor entre las mujeres 
jóvenes de 15 a 29 años, ya que el 10 por ciento del total de las defunciones de este 
grupo fue por homicidio, lo que representa en estos grupos de edad la primera causa de 
muerte. 

-Que durante 2014 se registraron 2 mil 408 defunciones de mujeres a causa de 
agresiones intencionales y, para 2015, se registraron 2 mil 383, lo que representa 
alrededor de 12 por ciento del total de los homicidios registrados para esos años: 20 mil 
10 en 2014 y 20 mil 525 en 2015. 

• Que de 1990 a 2015 se registró el fallecimiento de 404 mil 15 personas a causa de 
agresiones intencionales y de ellas, 43 mil 712 eran mujeres. En el periodo comprendido 
de 2007 a 2015 se observa un incremento significativo en los homicidios totales. En estos 



nueve años se concentra 46 por ciento de los homicidios ocurridos en estos 26 años, 
mientras que el restante 56 por ciento ocurrió a lo largo de 17 años, lo que indica que 
durante los últimos años ha habido un aumento acelerado de homicidios. 

-Que a lo largo de esos 26 años (1990-2015) se han registrado mil 232 casos donde no 
ha sido posible identificar el sexo de la persona asesinada y 73.8 por ciento de ellos 
corresponde precisamente a casos de defunciones registradas de 2007 a 2015. 

-Que en estos últimos 26 años, se registraron 43 mil 712 homicidios de mujeres, 28.2 por 
ciento de ellos durante el sexenio 2007-2012, mientras que en los últimos tres años (de 
2013 a 2015), ya han ocurrido 7 mil 439 asesinatos de mujeres, cifra semejante a la 
registrada durante el sexenio 2001-2006. 

-Que de los homicidios de mujeres ocurridos de 1990 a 2015, cerca de la mitad de ellos 
(45.2 por ciento) acontecieron en los últimos nueve años, entre 2007 y 2015. Los 
homicidios contra mujeres registrados en el último trienio (2013-2015) representan 60.4 
por ciento de aquellos del sexenio 2007-2012, lo que indica que de seguir esta tendencia 
rebasarán el máximo histórico registrado. 

• Que de 1990 a 2006 fallecieron, en promedio, cuatro mujeres por día, debido a 
agresiones intencionales; en tanto que durante el sexenio 2007-2012, el promedio diario 
pasó a seis, y durante el trienio 2013-2015, asciende a cerca de siete homicidios de 
mujeres, diariamente. 

• Que en 2015 se registraron, a escala nacional, 31.0 defunciones por homicidio de 
hombres por cada 100 mil de ellos en el país y 3.8 por cada 100 mil mujeres. Se observa 
un ligero aumento respecto de la tasa de 2014 entre los hombres, pero no ocurre lo 
mismo entre las mujeres, donde la tasa se mantiene casi en el mismo nivel y donde el 
máximo alcanzado corresponde a 2011, con una tasa de 4.6 mujeres por cada cien mil. 

-Que la tasa de defunciones por homicidio muestra una tendencia más o menos estable, 
entre los años 2000-2006. Aun cuando en 2007 se aprecia una disminución moderada, 
a partir de 2008 y hasta 2011 el aumento es rápido y sostenido. 

-Que a partir de 2011 se observa una disminución hasta 2014 y en 2015 se aprecia un 
ligero repunte. 

-Que más de la mitad de los hombres que murieron por causa de una agresión violenta 
tenían entre 20 y 39 años (55.1 por ciento), y entre las mujeres de las mismas edades, 
esta proporción fue de 47.9 por ciento. 

Por otro lado, es necesario señalar que existe falta de información objetiva para documentar 
los casos de niñas y niños que han quedado en la orfandad por causas de delitos como el 
feminicidio. La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas tiene el registro de 65 casos de 
orfandad por feminicidio en un periodo de tres años.7 

Ante estos datos y ante el creciente número de casos de mujeres víctimas de feminicidios, 
consideramos urgente la posibilidad de sancionar el actuar negligente o falto de 
compromiso por parte de autoridades estatales y municipales en relación con la alerta de 
violencia de género decretada en su demarcación. 



Distintas fuentes refieren que, pese a la AVGM, los feminicidios van a la alza en aquellas 
entidades y municipios donde ha sido decretada.8 

Hay que señalar que el repunte en los casos no es una problemática única en nuestro país, 
ya que a nivel regional el feminicidio se duplicado en lo que va de 2017: 

En lo que va del año 2017 en Paraguay se registraron seis asesinatos de mujeres, en 
México diez y solamente en Argentina existen 57 casos de feminicidio.9 

Por otra parte, en 2013, en el acuerdo número 57 del Consenso de Montevideo sobre 
Población y Desarrollo, se estableció como compromiso de los Estados el asegurar 
estrategias para el acceso efectivo y universal a los servicios fundamentales para todas las 
víctimas y mujeres sobrevivientes de la violencia basada en género, lo que evidencia la 
urgente necesidad de contar con acciones que incidan en este tema. 

El consenso dispuso que era necesario: 

Hacer efectivas las políticas adoptadas y tomar medidas preventivas, penales, de 
protección y atención que contribuyan a la erradicación de todas las formas de violencia, 
incluida la esterilización forzada, y estigmatización contra las mujeres y las niñas en los 
espacios públicos y privados, en particular los asesinatos violentos de niñas y mujeres por 
motivos de género, asegurando el acceso efectivo y universal a los servicios fundamentales 
para todas las víctimas y sobrevivientes de la violencia basada en género y prestando 
especial atención a las mujeres en situaciones de mayor riesgo, como las mayores, 
embarazadas, con discapacidad, grupos culturalmente diversos, trabajadoras sexuales, 
que viven con VIH/sida, lesbianas, bisexuales, transexuales, afrodescendientes, indígenas, 
migrantes, que residen en las zonas de frontera, solicitantes de refugio y víctimas de trata, 
entre otras;...10 

De esta forma consideramos que es necesario que existan mecanismos que sancionen la 
irresponsabilidad gubernamental ante su actuar falto de diligencia y de poco compromiso 
con las víctimas, ante dicha pandemia en la que nos encontramos. 

La propuesta es adicionar un artículo 26 Bis al capítulo V, relativo a la violencia feminicida, 
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, pues 
consideramos que este apartado debe contar con un sentido integral, agregando que los 
estados y los municipios podrán ser sancionados si, dentro de un plazo razonable, no han 
logrado revertir las condiciones estructurales que generan el contexto de violencia 
feminicida materia de la alerta de género. 

Nos parece que la redacción propuesta daría mayores herramientas a las Secretaría de 
Gobernación para actuar contra aquellas autoridades que sean omisas y negligentes y no 
muestren un verdadero compromiso por erradicar esta problemática que es responsabilidad 
de todas y de todos. 

Está propuesta también buscar cristalizar una demanda de las organizaciones de la 
sociedad civil, de las feministas y activistas a favor de los derechos de las mujeres que han 
venido planteando la necesidad de abonar en esta idea. 



Por supuesto que cuando se señala que es necesario un “plazo razonable” para poder emitir 
una sanción, estamos siendo armónicas con la sentencia del “Campo Algodonero de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos”,11la cual estableció distintas acciones a 
realizar por parte del estado mexicano durante un plazo razonable: 

13. El Estado deberá, dentro de un plazo razonable, investigar, por intermedio de las 
instituciones públicas competentes, a los funcionarios acusados de irregularidades y, luego 
de un debido proceso, aplicará las sanciones administrativas, disciplinarias o penales 
correspondientes a quienes fueran encontrados responsables, conforme a lo expuesto en 
los párrafos 456 a 460 de esta Sentencia. 

14. El Estado deberá realizar, dentro de un plazo razonable, las investigaciones 
correspondientes y, en su caso, sancionar a los responsables de los hostigamientos de los 
que han sido objeto Adrián Herrera Monreal, Benita Monárrez Salgado, Claudia Ivonne 
Ramos Monárrez, Daniel Ramos Monárrez, Ramón Antonio Aragón Monárrez, Claudia 
Dayana Bermúdez Ramos, Itzel Arely Bermúdez Ramos, Paola Alexandra Bermúdez 
Ramos y Atziri Geraldine Bermúdez Ramos, de conformidad con lo expuesto en los párrafos 
461 y 462 de esta Sentencia.12 

Ahora bien, ¿Qué debemos entender por un plazo razonable? 

En primer término, es necesario apuntar que la definición del concepto ha sido ampliamente 
discutida a la luz de los distintos asuntos y de distintas jurisprudencias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Podríamos decir que el concepto es una conquista 
del derecho procesal relativo a los plazos de los juicios, sobre todo en el ámbito 
internacional en materia de protección de derechos humanos. 

No es materia de la presente iniciativa hacer un estudio del concepto, basta decir que dicha 
garantía judicial del plazo razonable13 constituye un presupuesto imprescindible del debido 
proceso legal del cual emerge categóricamente la necesidad de definir y observar dicha 
garantía en beneficio de quienes tienen asuntos pendientes o pretenden acceder a la 
administración de justicia y así obtener una pronta resolución de aquéllos por la vía judicial. 
Es así, como la observancia del plazo razonable posibilita que las victimas e interesados 
obtengan una rápida solución de sus asuntos, una vez hayan sido puestos en conocimiento 
y admitidos ante las autoridades competentes conforme a los términos judiciales y 
presupuestos legales que sean aplicables al caso concreto sin dilaciones injustificadas. 

En el ámbito del Sistema Interamericano de Protección los artículos 7.5 y 8.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Casdh), contemplan por lo menos dos 
los contextos en los que se hace imperiosa la observancia del plazo razonable. El primero, 
tendiente a la protección del derecho a la libertad personal y el segundo en el marco de las 
garantías judiciales en el marco del debido proceso. 

El desarrollo jurisprudencial de esta garantía a la luz del sistema interamericano, tuvo como 
punto de partida los pronunciamientos que sobre el particular se dieron en Tribunal Europeo 
de derechos humanos, concretamente en el caso Rigiesen del 16 de julio de 1971, donde 
se estableció que para determinar si la duración de un proceso había sido razonable o no, 
se debía atender a la complejidad del caso, el comportamiento del demandante y la manera 
en que el asunto fue llevado por las autoridades administrativas y judiciales. La demora 
prolongada puede llegar a constituir por sí misma una violación de las garantías judiciales, 



por lo que corresponde al Estado exponer y probar la razón por la cual se ha requerido más 
tiempo del razonable para dictar sentencia definitiva en un caso particular. (Caso Ricardo 
Canese versus Paraguay, 2004. Párrafo 142). 

De lo anterior, se entiende la postura asumida por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos al momento de abordar el análisis y alcance de dicha garantía en el caso Genie 
Lacayo versus Nicaragua, donde justamente uno de los problemas jurídicos planteados 
giraba en torno a la precisión del concepto plazo razonable, para diferenciar claramente el 
lapso que constituye el límite entre la duración razonable y la prolongación indebida o 
excesiva de un proceso. 

A la luz de esta dilucidación la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha utilizado 
dichos conceptos en distintos momentos, incluida el caso emblemático mexicano del 
Campo Algodonero. 

De ahí pues que la conceptualización de la propuesta basa su argumento en el uso que 
distintas autoridades han dado al termino para contar con una respuesta oportuna, pronta 
y expedita atendiendo a la necesidad y urgencia del caso. 

En virtud de lo expuesto, propongo a consideración de esta soberanía, la siguiente iniciativa 
con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un artículo 26 Bis a la Ley General de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, con el objeto de establecer que los estados y 
municipios serán sancionados conforme al derecho vigente si, dentro de un plazo 
razonable, no han actuado diligentemente para revertir las condiciones estructurales 
que generan el contexto de violencia feminicida materia de la alerta de género 

Artículo Único. Se adiciona el artículo 26 Bis a la Ley General de Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia, para quedar como sigue: 

Artículo 26 Bis. Los estados y municipios serán sancionados conforme al derecho vigente 
si, dentro de un plazo razonable, no han actuado diligentemente para revertir las 
condiciones estructurales que generan el contexto de violencia feminicida que dieron origen 
a la emisión de la declaratoria de la alerta de violencia de género contra las mujeres 
en su territorio. 

El Reglamento de la ley determinará la gravedad y los casos en que procedan dichas 
sanciones, mismas que podrán consistir en: 

a) Amonestación pública; 

b) Multa, y 

c) Suspensión de los recursos que la federación entrega a esa finalidad. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 



Segundo. El Ejecutivo federal contará con un plazo de 12 meses para modificar el 
reglamento de la ley para realizar los cambios necesarios a fin de darle certeza al contenido 
del presente decreto. 

Notas 

1 Disponible en www.diputados.gob.mx 

2 Ibídem. 

3 Ibídem. 

4 Ibídem. 

5 Inmujeres, disponible en: http://www.gob.mx/inmujeres/acciones-y-programas/alerta-de-violencia-
de -genero-contra-las-mujeres-80739 

6 Ibíd. 

7 La información puede consultarse en http://www.cimacnoticias.com.mx/noticia/desconocen-
diputadas-informaci- n-sobre-orfandad-por-feminicidio 

8 Los datos pueden consultarse en las notas periodísticas de distintos medios de comunicación, 
entre estos están los de las siguientes direcciones electrónicas: 

http://www.sinembargo.mx/07-02-2017/3145977 http://ntrzacatecas.com/2017/02/14/urge-morena-
a-publicar-avances-de-al erta-de-genero/comment-page-1/ 

http://www.telesurtv.net/telesuragenda/Alerta-En-2017-lo s-feminicidios- aumentan-en-America-
Latina-20170221-0012.html 

9 La información fue dada a conocer recientemente por una cadena de televisión, la cual cuenta con 
el siguiente link: http://www.telesurtv.net/telesuragenda/Alerta-En-2017-los-feminicidios- aumentan-
en-America-Latina-20170221-0012.html 

10 http://www.cepal.org/celade/noticias/documentosdetrabajo/8/50708/2013-5 95-
consenso_montevideo_pyd.pdf 

11 La resolución integra puede consultarse en: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_205_esp.pdf 

12 Ibíd. 

13 Al respecto puede verse el texto dispuesto en la siguiente dirección: 
file:///C:/Users/SONY/Downloads/Dialnet-ElPlazoRazonableEnElMarcoDeLasG arantiasJudiciales-
3851181.pdf 
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